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[bookmark: _Toc500774681]RELATORÍA[footnoteRef:1] DEL FORO ACADÉMICO: ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY SOBRE CONTENIDOS AUDIOVISUALES Y REGULADOR CONVERGENTE[footnoteRef:2] [1:  Las relatorías fueron realizadas por los alumnos del programa de Maestría en Derecho del Estado con énfasis en Regulación y Gestión de las Telecomunicaciones, promoción 2016-2017.]  [2:  Departamento de Derecho de las Telecomunicaciones. Universidad Externado de Colombia. 16 de noviembre de 2017.] 


Una de las recomendaciones incluidas en el año 2014 en el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en materia de telecomunicaciones, se dirigía a revisar el modelo institucional vigente en Colombia en materia audiovisual y de telecomunicaciones y a la necesidad de crear un órgano regulador convergente.
El objetivo del evento académico organizado por parte del Departamento de Derecho de las Telecomunicaciones, era analizar el proyecto de Ley 174 de 2017 radicado en la  Cámara de Representantes el 17 de octubre del año en curso, donde se presenta un nuevo modelo de organización en el que la actual Comisión de Regulación de Comunicaciones- CRC, se transforma en la Comisión de Comunicaciones, como órgano regulador para el sector TIC y de Televisión en Colombia, suprimiendo a la Autoridad Nacional de Televisión – ANTV. Para tal efecto se consideró conveniente revisar la experiencia comparada sobre esta materia y examinar otros aspectos, deberían ser incluidos para poder hablar de una convergencia regulatoria, desde el punto de vista institucional y normativo.
La Agenda propuesta para esa jornada académica se dividió en tres momentos.
Un primer momento en el que se presentó el proyecto de Ley 174 de 2017 de la Cámara de Representantes, a cargo de la Doctora María del Pilar Bahamón, asesora del Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en materia audiovisual.
Un segundo momento en que el que se revisó el modelo Español, particularmente lo referente al regulador creado en el 2013, donde confluyen en un mismo regulador las funciones de regulación sectorial y de competencia, conferencia a cargo del profesor y catedrático de la Universidad Carlos III de Madrid, Tomás de la Quadra Salcedo.
Y un tercer momento, un panel de discusión al que hemos denominado Revisión del modelo propuesto, desafíos. Puntos de encuentro sobre el regulador convergente. La necesidad de una ley convergente?, Moderado por el Dr. Daniel Peña Valenzuela, docente de la Universidad Externado de Colombia, que contó con la participación de representantes de la academia y de proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, quienes analizaron las implicaciones del modelo propuesto en el proyecto de ley, las repercusiones desde el punto constitucional derivadas de la creación de este regulador y los desafíos regulatorios que debe atender el regulador convergente de cara al ecosistema digital.
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Generalidades del proyecto:
El Proyecto de  Ley 174 de 2017 objeto de análisis se radicó en la Cámara de Representantes el día 17 de octubre, este proyecto corresponde a una versión reducida de la iniciativa que tenía en Ministerio de reformar el sector audiovisual, para tal efecto, se consideró oportuno que la reforma se centrará exclusivamente a modificar el modelo institucional vigente y crear un regulador convergente para los sectores Audiovisual y TIC.  
Éste proyecto tiene como objetivo promover la convergencia entre la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, el sector de la TV, y la radiodifusión sonora, desde el punto de vista de organización de las TIC, y promueve la competencia en esta materia, toda vez que la función regulatoria, la concentra en un solo organismo, como vamos a ver más adelante.
Por otra parte, suprime la Autoridad Nacional de Televisión (ANTV) dando paso a su liquidación y conforma la nueva entidad reguladora convergente que en adelante de denominará Comisión de Comunicaciones (CC)[footnoteRef:3] y distribuye las competencias entre las distintas entidades del Estado en el sector de las TIC. [3:  ARTÍCULO 9. Transformación de la Comisión de Regulación de Comunicaciones y naturaleza jurídica de la nueva Agencia: A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la Comisión de Regulación de Comunicaciones de que trata la Ley 1341 de 2009, será una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del orden nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, la cual formará parte del sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, pero no dependerá de la rama ejecutiva del poder público y tendrá como máxima autoridad de dirección una Junta de Comisionados, que ejercerá, además de las funciones previstas en las normas legales vigentes, las competencias que le correspondan de conformidad con lo establecido en la presente ley. 
La nueva agencia se denominará Comisión de Comunicaciones, mantendrá el domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., no estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno y sus actos sólo serán susceptibles de control ante la jurisdicción competente. ] 

Su ámbito de aplicación fundamentalmente, está dirigido a la prestación del servicio de televisión con independencia de la tecnología que se utilice para el efecto, actualmente sujetas al régimen jurídico especial de televisión contenido en las Leyes 182 de 1995, 335 de 1996, 506 de 1999, 680 de 2001 y 1507 de 2012 .Igualmente aplica en lo pertinente a la prestación del servicio de radiodifusión sonora, así como a la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones en cuanto al plazo de los permisos para el uso del espectro se refiere[footnoteRef:4]. [4:  Artículo segundo del proyecto de ley.] 

Conformación de la junta de la Comisión de Comunicaciones:
A partir de expedición de la ley, se suprime la ANTV[footnoteRef:5] dando 6 meses para la liquidación de esta entidad y dando paso a la conformación de la Comisión de Comunicaciones; en este punto hizo especial énfasis en que la nueva Comisión se conformará a partir de actual Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC), es decir, a partir de la entidad que prevé la Ley 1341 de 2009 como Comisión de Regulación de Comunicaciones derivada de la Ley 142 de 1994. A  partir de esa estructura actualmente existente se conformará la nueva Comisión de Comunicaciones[footnoteRef:6], transformando su naturaleza jurídica en una Agencia de Naturaleza Especial con independencia administrativa, patrimonial y técnica que no hace parte del sector de la TIC, con un órgano de dirección máximo que es la Junta de Comisionados conformada por 5 miembros, 2 de ellos, designados por el Presidente de la República y 3 por el Ministerio de TIC a partir de un proceso de selección de personas postuladas por parte de la sociedad civil: es decir 3 de la sociedad civil y 2 del Gobierno[footnoteRef:7].  [5:  ARTÍCULO 4. Supresión: Suprímase la Autoridad Nacional de Televisión, creada por la Ley 1507 de 2012. En consecuencia, a partir de la vigencia de la presente Ley, esta entidad entrará en proceso de liquidación y utilizará para todos los efectos la denominación “Autoridad Nacional de Televisión en Liquidación”.
ARTÍCULO 5. Duración del proceso de liquidación: El proceso de liquidación deberá concluir en un plazo de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la presente ley, el cual podrá ser prorrogado por el Gobierno Nacional, mediante acto administrativo debidamente motivado, cuando las circunstancias así lo requieran, en todo caso la prórroga no podrá exceder de un término mayor a seis (6) meses.]  [6:  ARTICULO 10. Objeto: La Comisión de Comunicaciones será el órgano encargado de promover la competencia, el acceso a los servicios, garantizar la imparcialidad y el pluralismo informativo, regular para evitar el abuso de posición dominante y regular los mercados de redes y servicios de comunicaciones, incluidos los servicios de radiodifusión sonora y de televisión, de aplicaciones y de contenidos sobre redes que soportan estos servicios, así como de las tecnologías de la información y la protección de los derechos de los usuarios, con el fin de que la prestación de los servicios sea económicamente eficiente, refleje altos niveles de calidad, propenda por la consolidación de la economía digital, y evite las prácticas monopolísticas en la operación y explotación de los servicios, en los términos de la Constitución Política y de la Ley, particularmente de lo previsto en el Título IV de la Ley 182 de 1995.
Para estos efectos la Comisión de Comunicaciones podrá adoptar una regulación que incentive la consolidación de mercados competitivos que desarrolle los principios orientadores de la presente ley, de la Ley 1341 de 2009 y de las normas que las modifiquen o sustituyan.
El alcance de la autonomía tiene como fín permitirle a la Comisión desarrollar libremente sus funciones y ejecutar la política estatal en materia de tecnologías de la información y comunicaciones, televisión y radiodifusión sonora.]  [7:  Capítulo III
Organización y estructura de la Comisión de Comunicaciones
ARTICULO 14. Composición de la Junta de Comisionados: El máximo órgano de dirección de la Comisión de Comunicaciones será la Junta de Comisionados que estará integrada por cinco (5) miembros denominados Comisionados, designados para períodos fijos de seis (6) años, no reelegibles, así:
Dos (2) miembros, representantes del Presidente de la República, y tres (3) representantes de la sociedad civil.
La designación de los dos primeros se efectuará por designación del Presidente de la República y la escogencia de los comisionados representantes de la sociedad civil se hará a través de procesos de selección que adelantará el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, mediante convocatoria pública, en la que los interesados postulan su nombre, y de entre éstos se efectuará la selección.
El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones escogerá para cada proceso de selección una universidad pública o privada que tenga acreditación institucional de alta calidad vigente, y acreditación en alta calidad en por lo menos 10 programas, asignándole a cada una el respectivo proceso de selección. No podrán postularse como candidatos, quienes formen parte del profesorado de planta u hora cátedra, o del personal administrativo de la universidad designada por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para realizar el respectivo proceso.
Para la convocatoria pública y la postulación se tendrá un término máximo de un mes y para la realización del proceso de selección en su totalidad, incluyendo la postulación y la convocatoria, las universidades designadas tendrán un término de hasta tres meses, al cabo de los cuales, si la universidad no ha seleccionado, lo hará el Presidente de la República, utilizando las pruebas del proceso, y continuandolo en el estado en que éste se encuentre.
Las universidades designadas serán las encargadas de establecer los parámetros a tener en cuenta en los procesos de selección y deberán iniciar los procesos de selección con la antelación necesaria para que la vacancia definitiva por vencimiento del período, no supere el término de 30 días calendario.
Parágrafo 1.- En los casos de renuncia aceptada, muerte o destitución por la autoridad competente de un comisionado, la vacante será suplida por designación del Presidente de la República o, tratándose de los miembros de la sociedad civil, por el mismo sistema de selección establecido en la presente ley, según sea el caso.
Parágrafo 2.- El acto administrativo de posesión de los miembros de la Comisión de Comunicaciones será ante el Presidente de la República.
Parágrafo Transitorio. - Los miembros de la Junta Nacional de Televisión distintos al Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, que estén en ejercicio al momento de operar la supresión de la Autoridad Nacional de Televisión, pasarán a integrar la Junta de Comisionados de la Comisión de Comunicaciones, junto con los actuales miembros de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, por el tiempo que reste para el cumplimiento del período de cuatro años de cada uno de ellos y el ejercicio de sus funciones iniciará, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. Se entiende que para el inicio de funciones de los miembros de la Junta de Comisionados transitoria no se requiere acto de posesión.
La Junta Transitoria tendrá como Director el que en el momento de la conformación de la Comisión de Comunicaciones esté ejerciendo la Dirección en la Comisión de Regulación de Comunicaciones por el tiempo que reste su período como Director.
Durante la transición, entendiendo por ésta el período en el que la Junta de Comisionados no esté integrada en la forma definitiva prevista en el presente artículo, cuando haya empate, cada caso se desempatará con el voto de uno de los representantes cuyo origen no sea por designación del Presidente de la República, de manera rotativa, según el siguiente orden: Representante de los Gobernadores, de las Universidades y de la Sociedad Civil.
Parágrafo.- Se entiende que en la Junta transitoria no hacen parte el Ministro de Tecnologías de la Información y el Director del Departamento Nacional de Planeación.
Los miembros de conformación transitoria serán reemplazados para conformar la nueva Junta de Comisionados de la Comisión de Comunicaciones, atendiendo las siguientes reglas:
a) Al vencimiento de los dos primeros períodos, los miembros de conformación transitoria de quienes se predique dicho vencimiento no serán reemplazados;
b) Al vencimiento del tercer período, el miembro de conformación transitoria respecto de quien haya operado dicho vencimiento, será reemplazado por un representante de la sociedad civil.
c) Al vencimiento de los siguientes cuatro períodos, los miembros de conformación transitoria serán reemplazados atendiento su origen, salvo en el caso del representante de las universidades, quien será reemplazado por un representante de la sociedad civil.
En adelante, la Junta de la Comisión de Comunicaciones así conformada, será reemplazada atendiendo el origen de su designación o selección.] 

En esta junta desaparece el asiento que tiene el Ministro TIC y el del director del Departamento Nacional de Planeación en la CRC y del Ministro TIC en la junta de la ANTV, quedando conformado por esos 5 miembros con un Director elegido dentro de esos 5 miembros por un periodo de un año reelegible por un año más, además se contará con una Secretaria Técnica que le corresponde velar por el funcionamiento de la junta y con una Secretaría General que le corresponde la coordinación administrativa del organismo[footnoteRef:8].  [8:  ARTÍCULO 16. Dirección, Secretaría General y Secretaría Técnica. La Junta de Comisionados de la Comisión de Comunicaciones (CC), tendrá un Director elegido de su seno por mayoría absoluta, para un período de un (1) año, reelegible por una sola vez por otro período igual, mientras sea miembro de la misma. Sin perjuicio de las funciones que ejerce como miembro de la Junta de Comisionados, le corresponde la representación legal de la entidad y tendrá las demás atribuciones previstas en la presente Ley y en los estatutos internos. 
La Junta de Comisionados, contará con una Secretaría Técnica encargada de levantar las actas, refrendarlas con su firma, coordinar sus sesiones, hacer seguimiento a las decisiones de la misma y ejercer las demás que le asignen los estatutos, y con una Secretaría General encargada de la ejecución y coordinación de las políticas administrativas de la entidad, de la expedición de las certificaciones que se soliciten a la entidad, de la dirección en la elaboración del proyecto de presupuesto y de las demás que le asignen los estatutos. 
La Dirección y la Secretaría General de la Comisión de Comunicaciones cumplirán sus funciones con el apoyo de los grupos, áreas o dependencias internas de trabajo definidas en su reglamento interno. ] 

Esta Comisión de Comunicaciones entraría a operar desde el mismo momento en que se liquide la ANTV para cuya liquidación y disolución debe darse en un término de 6 meses una vez se promulgue la ley.
El proyecto de ley dispone una regulación transitoria en la que se establece que esa junta estará conformada por los actuales miembros de la CRC y la ANTV, es decir esa primera junta estaría conformada por 7 miembros, 4 de la ANTV (excluyendo al Ministro) y 3 actuales comisionados de la CRC. Esos 7 miembros desarrollarían la función de comisionados en la Comisión de Comunicaciones por el periodo que les resta de 4 años para el cual fueron elegidos, que se irían reemplazando en la medida en que los periodos de cada uno de ellos vayan culminando. La  regla de reemplazo de esos 7 miembros para que quede conformada la junta tal como lo establece el proyecto de ley y es de dos representantes del Presidente de la República y 3 de la sociedad civil. Cabe anotar que la figura del representante de las Gobernaciones y desaparece la figura de miembro representante de las universidades. 
La regla es: (i) a los 2 primeros miembros que se les terminé el periodo no se reemplazan toda vez que son, por un lado, un representante del presidente de la república y por el otro el representante de los gobernadores, (ii) a partir del tercer periodo que se venzan, serían reemplazados de acuerdo con el origen de cada uno de ellos, salvo con el que tiene que ver con el representante de las universidades el cual no se reemplaza por las universidades sino por la sociedad civil.
Funciones en materia de TV:
Actualmente la ANTV cumple funciones regulatorias de una parte y de otra función concesionaria en la medida que le corresponde otorgar las concesiones en materia de TV y establecer el régimen de derechos, tasas y tarifas aplicables y adicionalmente ejerce funciones de inspección y vigilancia. Las funciones de regulación en materia de TV y de otorgar concesiones pasan a la Comisión de Comunicaciones; y la de Control y Vigilancia pasa al Ministerio TIC, este último actualmente ejerce Control y Vigilancia respecto de las TIC y de radiodifusión sonora, es decir, el Ministerio TIC a partir de la expedición de la ley, quedaría de manera única como agente de Vigilancia y Control en materia de TV, TIC y Radio[footnoteRef:9]. [9:  ARTÍCULO 13. Funciones de la Comisión de Comunicaciones: Además de las funciones previstas en el artículo 22 de la Ley 1341 de 2009 y en los artículos 47 y 194 literal c) de la Ley 1753 de 2015, las cuales ejercerá además con relación a los servicios de televisión y radiodifusión sonora, la Comisión de Comunicaciones ejercerá las siguientes:
a) Regular integralmente los servicios de televisión y radiodifusión sonora;
b) Velar por el fortalecimiento y desarrollo de la TV Pública y de la radio de interés público;
c) Adjudicar de conformidad con lo previsto en la ley, las concesiones y licencias para la operación y explotación del servicio de televisión, las concesiones de espacios de televisión y las concesiones para la prestación del servicio de radiodifusión sonora mediante licencias o contratos;
d) Fijar los derechos, tasas y tarifas por concepto del otorgamiento y explotación de las concesiones para la operación del servicio de televisión y radiodifusión sonora, de las concesiones de espacios de televisión, y por la adjudicación, asignación y uso de las frecuencias del espectro radioeléctrico, en los términos definidos en la ley;
e) Diseñar e implementar estrategias pedagógicas para que la audiencia familiar e infantil puedan desarrollar el espíritu crítico respecto de la información recibida a través de la televisión y de la radiodifusión sonora;
f) Definir reglas de promoción de la competencia en el sector y los mercados relevantes de contenidos audiovisuales a nivel mayorista y minorista;
g) Adoptar medidas para promover y garantizar el pluralismo informativo;
h) Regular las condiciones en que se debe efectuar el despliegue de la televisión Digital Terrestre, lo cual incluye lo que se ha denominado el apagón analógico; 
i) Coordinar con la ANE los asuntos relativos a la gestión, administración y control del espectro radioeléctrico;
j) Asignar frecuencias para la prestación del servicio de televisión y de radiodifusión sonora en coordinación con la ANE;
k) En general, fomentar el servicio universal en los servicios de Televisión y de radiodifusión sonora; en materia de televisión, el servicio universal de los canales de televisión abierta colombiana, de naturaleza pública y privada, de ámbito nacional y regional, mediante la adopción de medidas que promuevan la competencia y/o que reduzcan las brechas de acceso, de tipo técnico o económico, a los servicios. Podrá hacerlo indirectamente, expidiendo la regulación necesaria, o directamente, desarrollando proyectos específicos para tal fin. En todo caso podrá suministrar apoyo tecnológico a las familias menos favorecidas ubicadas en zonas no servidas por la televisión abierta;
l) Promover y desarrollar las industrias de televisión y radiodifusión sonora;
m) Asistir, colaborar y acompañar al Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en la preparación y atención de las reuniones con los organismos internacionales de telecomunicaciones de los que hace parte Colombia;
n) Asistir al Gobierno Nacional en el estudio y preparación de las materias relativas a los servicios de televisión y radiodifusión sonora;
ñ) Reglamentar la clasificación del servicio de radiodifusión sonora, atendiendo los fines del servicio y las condiciones de cubrimiento del mismo;
q) Atender los requerimientos y citaciones que el Congreso de la República le solicite a través de las plenarias y comisiones;
r) Ejecutar para el cumplimiento de su objeto los actos y contratos propios de su naturaleza;
s) Dictar su propio reglamento y demás funciones que establezca la ley.] 

En materia de radiodifusión sonora: 
El régimen concesional se mantiene, la función concesional pasa a la Comisión de Comunicaciones, y la función de Control y Vigilancia se queda en el MINTIC.
Materia TIC:
La función se mantiene en la Comisión de Comunicaciones, es decir el artículo 22 de la Ley 1341, en materia de regulación de la Comisión se mantiene, de esta manera la regulación de las TIC, TV y radio queda radicada en cabeza  de  la Comisión de Comunicaciones. Por otra parte, las funciones en materia de prácticas restrictivas, competencia desleal y régimen de autorización de integraciones quedan en la SIC, es decir se ratifica en esta materia, pero se hace claridad en que la función en Control y Vigilancia de los derechos de los usuarios queda en la SIC.
En este momento y de conformidad con la distribución de funciones que cada una de las entidades tiene en materia de TV, la función de Control y Vigilancia de régimen de protección de los usuarios la ha asumido la ANTV, pero ella cree que siempre ha sido de la SIC, por virtud de régimen legal que establece que la protección de los derechos de los usuarios, mientras no exista un régimen propio estará en cabeza de la SIC. 
Sin embargo, desde la expedición de la Ley 1507 esta función ha sido asumida por la ANTV y en el proyecto se hace claridad que esta función le corresponde a la SIC.
Del Espectro Radioeléctrico:
Por otra parte, la administración y gestión del espectro continuará en cabeza de la Agencia Nacional del Espectro (ANE). En un momento dado se pensó en pasar las funciones de inspección y vigilancia de la ANE al Ministerio para que en esta entidad quedaran concentradas todas las funciones de Control y Vigilancia, pero atendiendo que la función de Control y Vigilancia que tiene la ANE tiene relación con el uso ilegal del espectro, se pensó que lo conveniente era mantener estas atribuciones en cabeza de la ANE. Es decir, las funciones de la ANE se mantienen tal y como están en la Ley 1507 de 2012. 
Lo que hace el proyecto de ley es mantener un poco la estructura institucional que incorporó la Ley 1507 en cuanto a la distribución de competencias, atribuyendo las funciones desde el tipo de función más que desde cada uno de los organismos y las autoridades. Para tal efecto, el proyecto conserva el mismo sistema de distribución de competencia en materia de política pública de TV, la cual se encuentra actualmente en cabeza del MINTIC, la función de regulación en cabeza de la Comisión de Comunicaciones en todos los ámbitos, la función de Control y Vigilancia en cabeza del MINTIC y control y vigilancia en materia de usuarios en la SIC.
Objeto del Proyecto de Ley: Liquidación de la ANTV, aprobación de la competencia, fortalecimiento y trasformación de la CRC que da como resultado la creación de la Comisión de Comunicaciones, Agencia Estatal de naturaleza independiente, para estos efectos el MINTIC contó con el acompañamiento de UNESCO[footnoteRef:10].  [10:  El Ministerio TIC en febrero del 2017, suscribo acuerdo con la Unesco, con el fin de contar  con conceptos técnicos por parte de esta entidad, para la modernización del sector TIC. Dentro del marco del acuerdo, se acordó que el organismo multilateral conceptuará sobre la iniciativa normativa del MinTIC que reformaría el actual régimen jurídico del servicio de televisión en Colombia y el acompañamiento permanente en el trámite de expedición de dicho régimen.] 

Para tal efecto, se designaron dos expertos para revisión del proyecto de ley, con el fin de que estos revisaran lo correspondiente a los derechos en inmersos en la prestación del servicio de televisión, como lo son la libertad de expresión[footnoteRef:11] y la conveniencia y necesidad de la conformación de un órgano convergente[footnoteRef:12], desde el punto de vista institucional. [11:  ARTICULO 3. Fines y principios orientadores: Los fines que deben orientar toda emisión y difusión de contenidos en los servicios de televisión y de radiodifusión sonora, son formar, educar, informar veraz, objetivamente y con imparcialidad y recrear de manera sana.
Los principios orientadores de la política pública así como su desarrollo regulatorio y reglamentario en materia de televisión y de radiodifusión sonora, son:
a) La promoción de la producción, generación y transmisión de contenidos de televisión y de radiodifusión sonora, así como la promoción de la educación, la cultura y la recreación,
b) El fortalecimiento de los medios de comunicación, institucionales a nivel nacional y regional, en la contribución a la participación ciudadana, y en especial en la promoción de los valores cívicos, el reconocimiento de las diversas identidades étnicas y culturales, la equidad de género, la inclusión política y social, la integración nacional, el fortalecimiento de la democracia y el acceso al conocimiento.
c) La protección a la libertad de expresión y difusión del pensamiento y opinión; 
d) El respeto al derecho a informar y ser informado;
e) El enfoque de derechos y el reconocimiento a las minorías;
f) La imparcialidad en las informaciones;
g) La separación entre opiniones e informaciones, en concordancia con los artículos 15 y 20 de la Constitución Política;
h) El respeto al pluralismo informativo, político, religioso, social y cultural;
i) El respeto a la honra, el buen nombre, la intimidad de las personas y los derechos y libertades que reconoce la Constitución Política;
j) La protección de la infancia, la juventud y la familia;
k) El respeto a los valores de igualdad, consagrados en el artículo 13 de la Constitución Política; particularmente, la garantía de igualdad de oportunidades en el acceso al espectro electromagnético utilizado en la prestación del servicio público de televisión.
j) La preeminencia del interés público sobre el privado, observando el principio de proporcionalidad en el ejercicio de las potestades del Estado;
k) La responsabilidad social de los medios de comunicación;
l) La promoción de la competencia que incentive la inversión en el sector;
m) El despliegue y uso eficiente de la infraestructura para la prestación del servicio de televisión y de radiodifusión sonora, y el óptimo aprovechamiento de los recursos escasos con el ánimo de promover competencia en beneficio de los usuarios, así como la neutralidad tecnológica;
n) La garantía a la participación de todas las personas sin distinción, reconociendo los derechos de las minorías, como principio necesario para encausar a Colombia por el camino de la paz;
ñ) La adecuada protección de los derechos de los usuarios, así como el cumplimiento
de los derechos y deberes derivados del Habeas Data;
o) La libre adopción de estándares tecnológicos, teniendo en cuenta las recomendaciones de los organismos internacionales competentes.
En particular, y teniendo en cuenta la alta responsabilidad social que conllevan las actividades de información desarrolladas a través de noticieros, informativos y programas de opinión, los concesionarios u operadores de los servicios, deberán procurar especial atención de los mencionados fines y principios.]  [12:  ARTICULO 1. Objeto: La presente Ley promueve la convergencia entre la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones y los servicios de televisión y radiodifusión sonora, ordena la supresión y liquidación de la Autoridad Nacional de Televisión ANTV, distribuye sus competencias entre las entidades del Estado que tendrán a su cargo la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión y el control de los servicios de televisión, asigna competencias en materia de radiodifusión sonora, y adopta las medidas pertinentes para su cabal cumplimiento, en concordancia con las funciones previstas en las Leyes 182 de 1995, 1341 de 2009 y el Decreto - Ley 4169 de 2011, y dicta otras disposiciones.
ARTÍCULO 2.- Ámbito de aplicación: La presente Ley aplica a la prestación del servicio de televisión con independencia de la tecnología que se utilice para el efecto, actualmente sujetas al régimen jurídico especial de televisión contenido en las Leyes 182 de 1995, 335 de 1996, 506 de 1999, 680 de 2001 y 1507 de 2012.
Igualmente aplica en lo pertinente a la prestación del servicio de radiodifusión sonora, así como a la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones en cuanto al plazo de los permisos para el uso del espectro se refiere.] 

En ese análisis que se hizo de la mano de la UNESCO, se revisó lo referente a la independencia del órgano convergente con el ejecutivo, y sacar de las juntas al Ministro y al director del DNP, y que efectos tendría que este nuevo organismo no hiciera parte del sector TIC, sin que medie ningún tipo de tutela y control jerárquico frente al MINTIC, por esta razón no existe ningún tipo de vinculación ni adscripción al Ministerio TIC.
Competencias:
Regulación en TIC, TV y Radio a cargo de la Comisión de Comunicaciones lo mismo que el otorgamiento de las concesiones en materia de TV y Radio y muy importante la administración del Fondo de desarrollo de la TV y de los contenidos. Actualmente el Fondo está en la ANTV[footnoteRef:13]. [13:  TITULO III FONDO PARA EL DESARROLLO DE LA TELEVISIÓN Y LOS CONTENIDOS
ARTÍCULO 29. Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos: El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos de que trata el artículo 16 de la Ley 1507 de 2012 se trasladará a la Comisión de Comunicaciones, el cual, además de cumplir el objeto previsto en dicha norma, estará destinado a apoyar la capacidad administrativa, técnica y operativa de la Comisión, por lo cual, en virtud de lo previsto en el literal g) del artículo 16 de la Ley 182 de 1995, dicho Fondo recibirá además como ingreso, los recursos previstos anualmente por el Presupuesto General de la Nacion para la Comisión de Regulación de Comunicaciones y para la Autoridad Nacional de Televisión.
Salvo lo previsto en el artículo 17 de la Ley 1507 de 2012*, al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, le serán aplicables las disposiciones previstas en el Capítulo II del Título III del citado ordenamiento.
La Comisión de Comunicaciones reglamentará lo pertinente a la administración del Fondo que a partir de la vigencia de la presente Ley se le traslada, atendiendo las reglas previstas en el artículo 18 de la Ley 1507 de 2012.
Adicionalmente, los recursos provenientes de las contraprestaciones de que trata el artículo 62 de la Ley 1341 de 2009, ingresarán a este Fondo y se destinarán al fortalecimiento de la radio nacional a cargo del operador público nacional (RTVC), o de la entidad que haga sus veces.
Nota: Para mayor ilustración se transcribe los artículos que se referencian en el proyecto de ley.
Artículo 17 de la Ley 1507. Artículo 17. Transferencia del Patrimonio de la Comisión Nacional de Televisión. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los ingresos y bienes que de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 182 de 1995 constituyen el patrimonio de la Comisión Nacional de Televisión serán trasladados al patrimonio de la ANTV, quien los administrará a través del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos como cuenta especial a cargo suyo.
Parágrafo. La transferencia a que se refiere el presente artículo será efectuada por la Comisión Nacional de Televisión durante el plazo de su liquidación.
Artículo 18 de la Ley 1507. Artículo 18. Distribución de los recursos del fondo. El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destinará anualmente, como mínimo, el 60% de sus recursos para el fortalecimiento de los operadores públicos del servicio de televisión.
El cualquier caso, el giro de los recursos para cada uno de los operadores se efectuará en una sola anualidad y no por instalamientos, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida la ANTV, sin que en ningún caso tales recursos puedan ser destinados a gastos de funcionamiento, excepto para el caso de RTVC.
Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Fondo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (Fontic) destinará al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, para el fortalecimiento de la televisión pública y los contenidos digitales y audiovisuales como mínimo el 10% de los ingresos derivados de la asignación de los permisos para uso de las frecuencias liberadas con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital.
El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destinará anualmente para cubrir los gastos de funcionamiento de la ANTV, como máximo el equivalente a 0,3% de los ingresos brutos generados por la industria abierta y cerrada independientemente de la modalidad de prestación durante el año inmediatamente anterior al del cálculo que para el efecto realizará cada año el mencionado fondo. Todos los ingresos que se perciban por concepto de concesiones para el servicio de televisión, en cualquiera de sus modalidades, serán destinados a la financiación de la operación, cobertura y fortalecimiento de la televisión pública abierta radiodifundida; financiar, fomentar, apoyar y estimular los planes, programas y proyectos orientados a la promoción de contenidos audiovisuales y apoyar los procesos de actualización tecnológica de los usuarios de menores recursos para la recepción de la televisión digital terrestre radiodifundida. En caso de ser necesario la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, transferirá al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, los recursos suficientes para que pueda cumplir con el pago de las acreencias que se reciban o resultaren del proceso liquidatorio de la Comisión Nacional de Televisión y que deben ser asumidas por la ANTV y el Fondo en mención.
Parágrafo 1°. Con el fin de hacer más eficiente la utilización de los recursos que el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destina a financiar la televisión pública, el servicio de Televisión Digital Terrestre a cargo de la RTVC, o quien haga sus veces, y los canales regionales, será prestado a través de una misma infraestructura de red.
Parágrafo 2°. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, podrá aportar recursos al fortalecimiento y capitalización de los canales públicos de Televisión.
Parágrafo transitorio. Autorízase al Gobierno Nacional para que realice las operaciones presupuestales necesarias para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley.
Artículo 62 de la Ley 1341. Artículo 62. Contraprestaciones para el servicio de radiodifusión sonora. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones reglamentará el valor de las concesiones y pago por el uso del espectro radioeléctrico para el servicio de radiodifusión sonora atendiendo, entre otros, los fines del servicio y el área de cubrimiento.
A las concesiones del servicio de radiodifusión sonora se les aplicará el régimen actual en cuanto al pago de contraprestaciones, hasta tanto se expida la nueva reglamentación.] 

Este ejercicio, es inicial, sin perjuicio de los ejercicios que se están realizando en materia de conformación de un único fondo en materia de TIC, el Ministerio está de la mano con el Departamento Nacional de Planeación, evaluando y estudiando la alternativa de unificación. 
Hay un artículo transitorio refiriéndonos a los recursos que busca la convergencia que establece una facultad a cargo del Ministerio y de Comisión de Comunicaciones para que en el término de 6 meses, previo de los estudios que fueren necesarios, para establecer un régimen gradual en el que se busque la unificación tarifa periódica que pagan los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones y los operadores de TV, la idea es propender por una única contraprestación periódica y tender hacia la contraprestación que actualmente cancelan los proveedores de redes y servicios, es decir el 2.2 % sobre los ingresos brutos. Esa es la filosofía de la disposición, como un primer ejercicio dentro del fenómeno de la convergencia que busca el Gobierno, aparte de dar el primer paso respecto de la convergencia de fondos en materia de contraprestaciones.

Garantía de independencia de la Comisión de Comunicaciones:
La independencia de la entidad fundamentalmente se logra a través de algunas disposiciones que establecen exigencias particulares que permiten que la Comisión de Comunicaciones actué de manera autónoma del Ejecutivo en razón a que administra los recursos provenientes de TV, así como, el estricto régimen de inhabilidades y los requisitos exigidos para la designación de los comisionados, los cuales deben contar con conocimientos y experiencia en el sector.
-Se mantienen los periodos de los comisionados, los cuales no coinciden con el periodo presidencial, no tiene mayoría el Gobierno.
- Se establece mecanismo de desempate, se desempatará a partir del voto de uno de los representantes que no sean del Presidente de la República. 
El actual Director Ejecutivo de la CRC se mantendrá hasta que el periodo de él termine y de inmediato se procederá a la elección de un nuevo presidente que bien puede ser un miembro de la sociedad civil o de las universidades o de los representantes de las universidades. 
Competencias
MINTIC: Dirección y desarrollo de la Política pública, habilitación en materia de TIC de la Ley 1341, ejercicio de Control y Vigilancia en los 3 sectores[footnoteRef:14]:  [14:  Capítulo IV De la distribución de competencias frente al servicio público de televisión.
ARTICULO 21. Autoridades competentes en materia de Televisión: Las entidades competentes para ejercer las funciones en relación con el servicio de televisión, son:
1. Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
2. La Comisión de Comunicaciones
3. La Agencia Nacional del Espectro
4. La Superintendencia de Industria y Comercio
ARTÍCULO 22. Funciones en materia de política pública: Sin perjuicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones le corresponderá dirigir y desarrollar la política general de televisión determinada en la Ley, en la forma prevista en el literal a) del artículo 5° de la Ley 182 de 1995. Las demás entidades del sector colaborarán armónicamente dentro del ámbito de sus competencias.
ARTICULO 23. Funciones en materia de regulación del servicio de televisión: La Comisión de Comunicaciones, ejercerá integralmente la regulación del servicio de televisión.
En consecuencia, la Comisión de Comunicaciones, ejercerá en relación con los servicios de televisión, además de las funciones que le atribuye la Ley 1341 de 2009, las siguientes funciones:
Las previstas en el literal c) del artículo 5, en el parágrafo del artículo 18, en el literal a) del artículo 20, y en el artículo 53 de la Ley 182 de 1995, último caso, en lo que atañe a establecer prohibiciones para aquellos que incurran en conductas que atenten contra el pluralismo informativo, la competencia, el régimen de inhabilidades y los derechos de los televidentes.
Dentro del trámite de los proyectos regulatorios, la Comisión de Comunicaciones solicitará al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones su pronunciamiento respecto del impacto de éstos en el ejercicio de sus competencias.
ARTÍCULO 24. Funciones en materia de otorgamiento de concesiones: La Comisión de Comunicaciones ejercerá las funciones previstas en el literal e) del artículo 5° de la Ley 182 de 1995, y en el literal g) del mismo artículo, con excepción de la función relativa al régimen de uso del espectro radioeléctrico que quedará a cargo de la Agencia Nacional de Espectro (ANE).
En todo caso la asignación de frecuencias de televisión estará a cargo de la Comisión de Comunicaciones, previamente atribuidas por la Agencia Nacional del Espectro – ANE.
Así mismo, la Comisión de Comunicaciones ejercerá la función prevista en el artículo 25 de la Ley 182 de 1995 sobre la autorización para la distribución de señales incidentales.
ARTICULO 25. Funciones en materia de control y vigilancia: Además de las funciones que le atribuye el artículo 18 de la Ley 1341 de 2009, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones ejercerá las funciones previstas en el literal b) del artículo 5 de la Ley 182 de 1995, lo cual incluye el control y vigilancia del cumplimiento de las normas relacionadas con la prestación del servicio de televisión, y los contenidos de televisión, y en el artículo 53 de la misma Ley, último caso en el cual, la función a cargo del Ministerio versa sobre la imposición de las sanciones por violación al régimen de inhabilidades para la prestación del servicio público de televisión previsto en la ley.
ARTICULO 26.- Funciones en materia del espectro: La intervención estatal en el espectro electromagnético destinado a los servicios de televisión, estará a cargo de la Agencia Nacional del Espectro de conformidad con lo previsto en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto-ley 4169 de 2011. En particular, la ANE ejercerá las funciones previstas en los artículos 24, 26 y 27 de la Ley 182 de 1995.
Para el ejercicio de la función de vigilancia por el uso ilegal del espectro electromagnético, la ANE contará con funciones de policía judicial.
A la Agencia Nacional del Espectro, le corresponderá también definir las frecuencias que en tecnología digital podrán compartir los operadores públicos de televisión, a fin de optimizar la asignación del espectro radioeléctrico atribuido a televisión, y liberar frecuencias de éste para maximizar los recursos del Estado y permitir desarrollos futuros soportados en espectro, previa coordinación con la Comisión de Comunicaciones. Los ingresos derivados de la asignación de permisos otorgados a nuevos proveedores de redes y servicios de comunicaciones para el uso de las frecuencias liberadas con ocasión de lo aquí dispuesto, serán destinados al Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.
ARTICULO 27.- Funciones en materia de prácticas restrictivas de la competencia e integraciones empresariales, y de protección de los derechos de los usuarios: La Superintendencia de Industria y Comercio de conformidad con lo previsto en la Ley 1340 de 2009, continuará ejerciendo las funciones establecidas en el literal d) del artículo 5° de la Ley 182 de 1995, y en el artículo 2° de la Ley 680 de 2001.
Así mismo, la Superintendencia de Industria y Comercio, en atención a lo establecido en la Ley 1480 de 2011, ejercerá la función de control y vigilancia del cumplimiento a las normas de protección de los derechos de los usuarios del servicio de televisión cerrada, para lo cual, el Fondo para el Desarrollo de la TV proveerá los recursos financieros requeridos por la Superintendencia para el ejercicio de esta función.] 

Comisión de Comunicaciones: Regulación en los tres sectores Telecomunicaciones, Televisión y Radiodifusión, será la entidad encargada de otorgar las concesiones en materia de TV y Radio.
Agencia Nacional del Espectro: órgano asesor del MINTIC en gestión del espectro radioeléctrico y mantiene Control y Vigilancia por el uso ilegal del espectro radioeléctrico.
Superintendencia de Industria y Comercio: vigilancia en materia de competencia y se aclara su competencia en materia de protección al usuario. 
El proyecto no resuelve todos los temas del sector, porque ello implicaba un proyecto de ley  consagrara un régimen de habilitación como el de las TIC también para TV y Radio. Eso implicaba una trasformación muy ambiciosa, como por ejemplo la unificación de los fondos. Pero este proyecto es un primer paso en el campo institucional.
Se espera que los 2 debates de Cámara se den antes de que termine esta legislatura[footnoteRef:15].  [15:  El proyecto de ley no ha sido tramitado. Se encuentra pendiente de que se surta el primer debate. Fue designado como coordinador de ponentes al Honorable Representantes Dr. Wilmer Ramiro Carrillo Mendoza.] 


Disposiciones al margen: 
Se está aumentado el tiempo de los permisos de utilización del espectro y aquí es donde se refiere a que este proyecto aplica a los proveedores de redes y servicios en la medida en que esa disposición está prevista para el permiso del uso de espectro que hoy en día otorga el Ministerio.
Hay otra disposición que plantean modificar la normatividad vigente en materia de TV comunitaria[footnoteRef:16]. El objetivo de este artículo es que proveedores de TV comunitaria actualmente prestan  servicios similares a los servicios de TV cerrada, formalicen estos servicios sin necesidad de que la autoridad abra un proceso licitatorio, dándoles la condición de concesionarios, para lo cual deberán transformar la naturaleza jurídica de la persona jurídica sin ánimo de lucro a la respectiva en sociedad comercial. Frente a los operadores que no migren al modelo propuesto en el proyecto de Ley y continúen prestando TV comunitaria, se mantiene la figura actual de trasmisiones codificadas en un número determinado, que no podrán superar el entorno municipal, sujetos a que deben prestar TV comunitaria.  [16:  TITULO V DISPOSICIONES TRANSITORIAS
ARTICULO 36.- Plan de Formalización: La Comisión de Comunicaciones, establecerá un plan de formalización que permita a los actuales prestatarios de televisión comunitaria migrar hacia la prestación del servicio de televisión por suscripción y al sometimiento en su integridad a las disposiciones que a éstos les aplica, para lo cual deberán transformar la naturaleza jurídica de la persona jurídica sin ánimo de lucro a la respectiva en sociedad comercial.
El Plan de que trata este artículo deberá ser adoptado dentro de los seis (6) meses siguientes al inicio de las funciones por parte de la Comisión de Comunicaciones en los términos de la presente Ley y ejecutado en un término no superior a un año contado a partir de su adopción. Durante este período continuará vigente el régimen aplicable a la actual televisión comunitaria.
A partir del vencimiento del plazo de un año aquí previsto, los actuales licenciatarios de televisión comunitaria que no efectúen la migración que aquí se prevé, deberán continuar prestando el servicio a través de la licencia obtenida para tal fin, los cuales deberán transmitir contenidos propios con énfasis en lo comunitario, a través de un medio físico de distribución a los usuarios autorizados para su recepción cualquiera que sea la tecnología, en áreas de cubrimiento menores al ámbito del municipio, so pena de la cancelación de la licencia. 
El régimen de operación será fijado por la Comisión de Comunicaciones dentro del plazo de un año previsto en esta norma, sin perjuicio de la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, en cuyo caso se les aplicará el régimen previsto en la Ley 1341 de 2009 y sus normas reglamentarias.] 

Por último, se otorgan facultades extraordinarias al Gobierno para que pueda revisar fuentes alternas de financiación de TV pública[footnoteRef:17], esto teniendo en cuenta la disposición transitoria que tiende a unificar la contraprestación periódica entre proveedores de redes y servicios y operadores de TV y en esa medida el fondo para el desarrollo de la TV y los contenidos  se ve afectado desde el punto de vista de sus recursos toda vez que la contraprestación se reduciría de manera sustancial, razón por la cual se otorga la facultad extraordinaria al Gobierno para efectos de considerar otras fuentes de financiación, pues este tipo de televisión debe prevalecer y mantenerse.   [17:  ARTÍCULO 40.- Facultades extraordinarias: Revístase hasta por seis (6) meses, al Presidente de la República de facultades extraordinarias para prever fuentes de ingresos para los operadores de televisión pública distintas a las previstas en la presente Ley.] 
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El Regulador Convergente español
Tomás de la Quadra-Salcedo inicia su intervención haciendo referencia al caso español del Regulador Convergente denominada Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), creada mediante la Ley 3 de 2013, y lo pone de ejemplo para demostrar las dificultades que se han presentado cuando se trata de un ente multifuncional y multisectorial que decide sobre muchos sectores que en su naturaleza no son similares. 
En ese sentido plantea lo siguiente:
El Regulador Convergente en España en 2013, es bastante distinto de lo que aquí se ha hecho, pues tiene un carácter  multifuncional y multisectorial. Multifuncional en el sentido en que no solamente ejercía funciones de regulación (ex ante), sino también funciones en defensa de la competencia (ex post), con una pequeña excepción.
El objeto de la reforma era que confluyeran en un solo organismo la función de defensa de la competencia ex post y la regulación, sobre el cual se tiene una posición muy crítica por parte de la doctrina, por su carácter multisectorial y la desfiguración de la función de regulación.
Lo extraño es que la función de regulación se haga unificada, en un solo organismo, cuando las circunstancias de los sectores de telecomunicaciones, del sector eléctrico, del sector postal, del sector de los hidrocarburos, del sector ferroviario, del sector aeroportuario, o de los transportes son muy distintos. La realidad física y económica de cada uno, es muy diferente. Se conciben muchos riesgos de estas autoridades de regulación. 
Un experto que estuvo en la Comisión Nacional de la Energía Eléctrica  decía: “Pero cuando tengo que tratar en esta comisión, temas de hidrocarburos o con el gas, a veces me pierdo. Porque son muy complicados. Hay que conocer bien ese sector para poder tomar una decisión con conocimiento de causa”.
En el caso español, la Comisión Nacional de la Energía, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, la Comisión Nacional de la Competencia, la Comisión Nacional de la Economía Aeroportuaria, Ferroviaria, el Consejo Nacional Audiovisual, todos ellos, se refunden en uno solo, y desde la doctrina  española se han formulado  enormes críticas al respecto.
Aquí la unificación no se refiere únicamente al sector de las telecomunicaciones y Audiovisual, básicamente. En apartes del libro que hice comentando esta ley decía, con relación a lo que hace la CNMC en el tema audiovisual, en las franjas de horario infantil, verificar que no hayan películas o programas que no sean apropiados para esta edad, verificar que se cumpla con las cuotas de que no haya más de un porcentaje de tiempo de publicidad cada hora, vigilar que las empresas cumplan con el deber que tienen de financiar anticipadamente la obra europea y española, verificar que se respetan con las cuotas de pantalla por hora de programación mínimas, ya que una cosa es que haya cuotas de películas de producción europea y española, y otra cosa es que además se financien. Todo esto lo vigila la CNMC.
En qué medida una persona que está defendiendo la competencia, y de pronto va a “cambiar el chip”, para verificar el contenido y las cuotas mencionadas, para en últimas sancionar. Es muy diferente un asunto de otro, defensa de competencia, y regular o vigilar o, incluso, tener competencia para las concesiones.
Se debe  decir que en el caso español, la razón de esta fusión está pensada desde el interés político como escudero. Antes de hacer la fusión, uno de los miembros del gobierno, hoy Ministro de Hacienda, pensó en cambiar a todos los Comisionados, y eso no se podía hacer, porque la ley le garantizaba una estabilidad para preservar la independencia en las decisiones de los entes reguladores y/o de competencia. Pero igual cambiaron a todos excepto a dos.
Se dijo públicamente que se quería gente de mayor obediencia al gobierno. Pero también porque era para ahorrar. Este ahorro, pues, no sería muy importante o relevante. 
Era la élite la que estaba en estos reguladores, la cabeza designada por el Gobierno, y en vez de 6 o 7 organismos habría, uno solo. Pero es completamente imposible que una persona conozca tanto de un sector a fondo como de otro.
El Ministro de Economía español Luis de Guindos, abrió una consulta pública en el mes de febrero de 2017, para revisión del tema de consumidores y otro tema de seguros. Pero una cosa es derecho a la competencia y otra es el derecho de la regulación. Y la mezcla de ambos no existe en ningún país.
En Alemania, que va un poco como el modelo de la Unión Europea, tienen claramente delimitado cada una, con Comisiones separadas una dedica para los servicios basados en infraestructura de red denominada Bundesnetzagentur o Agencia Federal de Redes (esta agencia regula los servicios de telecomunicaciones, sector ferroviario o de los ferrocarriles, sector postal y energía y gas) y la Autoridad de Competencia denominada Bundeskartellamt.
Fue entonces una decisión equivocada, la fusión en un organismo multisectorial y multifuncional, cuando apenas en Holanda había un proyecto de ley, y en ese entonces no había organismo o modelo alguno que pudiera servir de referencia. 
Se decía luego que con esto se consigue algo importante y es evitar los solapamientos. Efectivamente algún solapamiento se podía  producir, y de hecho alguno se produjo. Se podría indicar como un  “Feliz solapamiento, feliz culpa”.
El solapamiento consistió en relación con una sentencia del Tribunal General de Justicia de la Unión Europea del Primero de Marzo de 2012 contra el Reino de España, proceso promovido por la Comisión Europea. La extinta Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones (CMT) como entidad de regulación, había aprobado unos precios de acceso y de interconexión al operador dominante, entonces Telefónica. Pero después resulta que una de las empresas que hizo el contrato decía que,  lo que realmente se estaba practicando era un estrechamiento de márgenes. El juez lo que les había citado era un precio que a los operadores les significaba el costo de acceso a la red del dominante y añadían el costo de su servicio y les salía un precio que no podía competir con el precio que ponía el dominante por los mismos servicios.
La conclusión es que se inicia un procedimiento en Bruselas y le condenan al dominante porque ha practicado estrechamiento de márgenes. El Operador dominante, responde que ha puesto en práctica los precios que le ha autorizado el regulador. El Tribunal de Justicia concluye que entonces ha comprobado con las cifras que con esos precios, el dominante ha engañado al regulador. Digo “Feliz Culpa”, ya que el regulador ex – ante tomó una decisión arriesgándose, pero si luego se produjo igualmente una infracción a la defensa de la competencia, el operador debe asumir la sanción por haber transgredido el régimen de competencia, por la práctica de estrechamiento de margenes.
Aquí se ha hecho una Comisión multifuncional y multisectorial. Luego separan una sala con 5 y otra sala con 5, una encargándose de Ex – ante de regulación y la otra sala de ex – post de defensa a la competencia, ya que se han dado cuenta que cada función es diferente y que es imposible hacerlo de otro modo. La función de defensa a la competencia, simplemente pregunta cuánto le ha costado verdaderamente el servicio al dominante, pero la sala ex – ante debe tomar una decisión y debe favorecer a la competencia, atendiendo a que esta no cuenta con los datos suficientes o determinantes para determinar cuál será el comportamiento del operador con base a las tarifas que está reportando al regulador. Entonces puede pedir información a la otra sala. Y así con datos concretos de la Sala de Competencia, poder tomar decisiones.
Se está condicionando al regulador, ya que su decisión debe favorecer a la competencia.
En el caso de las redes NGN, en España se planteó el problema de qué hacer con los operadores que quieren brindar Fibra Óptica. 
En Alemania, el operador Deutsche TeleKom ofreció tender fibra óptica por todo el país, y  solicitaba que se le garantizara que a cambio, no debería tener que dar acceso a sus competidores. Entonces el legislador decidió que no tenía que brindar acceso durante un tiempo a sus competidores, pero si dar acceso a la obra civil, acceso a conductos e instalaciones que les permitan a los competidores tender su fibra óptica propia. Además darle acceso indirecto en 109 puntos a sus competidores y con una velocidad de transmisión en Fibra óptica de hasta 30 Mbps. Y usted el que ha hecho la inversión  puede hacerlo hasta 100 Mbps. 
Es ejemplo de que en cada caso pueden existir soluciones diferentes, Quien debe dar la solución no es el Parlamento, sino la autoridad reguladora nacional de cada país. Lo que quiero decir es que en definitiva, el que hace regulación ex - ante tiene que tomar una decisión, teniendo en cuenta de cuidarse de no generar infracciones a la competencia, eligiendo la mejor de  entre varias soluciones al mismo problema. Derecho de regulación es diferente de defensa a la competencia
La solución a España, es que la filosofía del regulador ex ante debe ser tomar decisiones que favorezcan la competencia. Cuando estamos agregando defensa a la competencia, es totalmente diferente y con independencia, cuando cada función tiene activada esa independencia.
Cabe la pena recordar que en el ámbito del derecho a la competencia, este se  caracteriza por ser establecer un régimen de carácter sancionador, lo que implica que para la aplicación de este régimen en supuesto que sea transgredido debe contar con una etapa de instrucción y sanción, etapas que deben están claramente delimitadas y con agentes especializados en cada una de ella, con la finalidad de que quien sancione lo haga de manera libre.
Lo grave es que los señores que hacen parte de la Sala de Competencia, se atienen a lo realizado en la etapa de instrucción realizada por la Dirección de la Competencia, desde allí funcionarios le pasan la solución al Comisionado y la defienden. Con los servicios técnicos, el vocal o miembro designado, se va enterando del proceso y lo expone a la Sala, para que esta adopte la decisión.  
En España no se enteran, de muchos sectores diferentes que no se conocen tienen que tomar una decisión, entonces separar quien decide de las direcciones que deciden también.
No solo la función de un tribunal en el que es un solo juez el que decide y toma una sola decisión y es la que el elija.
No es una buena solución, lo que ha sucedido en España, porque tienen muchas presiones y en España ha sido una desgracia. La doctrina lo ha rechazado y la práctica demuestra que así no era la cosa.
En Colombia puede ser distinto, porque no existe esa multisectorialidad tan marcada como existe en España, y los sectores no están tan distantes como en España. 
Que vuestro regulador sea como lo desean.
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PANEL DE DISCUSIÓN (Moderado por Daniel Peña Valenzuela)
El moderador da una introducción sobre el estado actual del sector TIC y la incursión del término convergencia. Manifiesta que si bien la concepción clásica de los servicios de telecomunicaciones se ha visto modificada fuertemente por la forma como los contenidos de dichos servicios son prestados a través de la internet, hay características propias de los servicios como la radiodifusión sonora y de televisión que deben ser majeados con mucho tacto, entre ellas, las de ser servicios públicos y tener contexto democrático.
Si bien en el contexto actual es necesario crear un nuevo ordenamiento jurídico e institucional para garantizar el desarrollo de la economía digital, es necesario dejar en claro que temáticas van a quedar incluidas o excluidas en el proyecto de ley. Para el desarrollo de un proyecto de órgano regulador convergente es necesario tener en cuenta las observaciones de todos los interesados del sector TIC, siendo más exigentes, un análisis “multistakeholder” de todo el ecosistema digital. Cabe mencionar que el regulador propuesto debe contar con la autonomía suficiente para tomar decisiones acordes con la realidad técnica y económica del país, haciendo a un lado la carga política que vuelve lento el desarrollo del sector.
Finalmente, el moderador manifiesta que el sector TIC, así como varios sectores de la economía se encuentra en desaceleración. Así las cosas, el órgano regulador convergente propuesto deberá generar la confianza suficiente a los Proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, definiendo un equilibrio entre el volumen de inversión y las cargas regulatorias.


Es necesario tener en cuenta las observaciones de todos los interesados, un análisis multistakeholder.
Pero cabe recordar que el sector TIC, está en desaceleración.
Además de definir equilibrios en el volumen de inversión y las cargas regulatorias.
¿Cuál es su posición respecto al proyecto de ley de regulador convergente?
La Primera pregunta para el panel es:
¿Cuál es su posición respecto al proyecto de ley de regulador convergente?
Fabián Hernández: las ideas se toman rápido y no pasa nada, la realidad del mercado no cambia y seguimos andando en una serie de elementos que el mercado a todas luces está diciendo que no tiene sentido que exista una regulación a, b, c o d en cualquier sentido en beneficio del interés 1 y el interés 2, se necesita un regulador de institucionalidad convergente que tenga esa oportunidad.  Cree que un elemento muy importante es el punto de partida de la regulación, definitivamente en el sector de las telecomunicaciones y/o el sector digital, y son los operadores los actores principales dentro de la nueva cadena de valor del sector digital y son fundamentales para que el sector exista, y como todos los sectores, requiere condiciones ideales para poder empezar y poder continuar con la revolución digital que ya existe.  Este sector no va a seguir existiendo si no hay garantías. Y si no se tiene un regulador que no parta de ese principio, vamos a tener una desgracia, pues vamos a tener un sector que no va a tener los elementos claros para poder invertir y un sector totalmente que se va a ir para abajo y no va a responder a las necesidades de la economía digital, y por este motivo se necesita que el punto de partida sea ese.  Y parte de muchos elementos: 1. De las financiaciones; 2. Del tamaño de estructura del regulador; 3. De las verdaderas funciones del regulador, no son más funciones, es que tenga la capacidad de decidir y hacerle seguimiento a las decisiones que tomen, está bien que no estén las facultades de vigilancia que se quedan el Ministerio, pero que tengan la posibilidad, el personal técnico, el recurso humano técnico y tecnológico para poder hacerle seguimiento a las decisiones y poder corregir, ojala en tiempo real, las situaciones que pasan en el mercado. Recapitulando 1. Si debe existir el regulador convergente. 2. Ese regulador convergente debe partir de la realidad del sector, y 3. La razón de ser de este no puede ser la independencia, porque siempre se ha garantizado, el problema es que las decisiones deben tener un buen sustento técnico.[footnoteRef:18]  [18:  Copia textual de los comentarios realizados por el Dr. Fabian Hernández en el Panel de discusión del Foro] 

Alfredo Fajardo: Mi intervención no va a ser correctamente política, pues no es lo que queremos del regulador sino lo que se está proponiendo, menciona que a pesar de la buena fe de quienes elaboraron el proyecto, no soluciona los problemas actuales del sector. 
Menciona que el hábito no hace al monje, no es necesaria una reforma institucional para lograr el objetivo de la convergencia o promoverla. Si esto fuera así, hemos tenido muchas reformas al ordenamiento jurídico TIC y no ha habido convergencia.
No creo este proyecto supla las necesidades de un regulador convergente por que hace una diáspora institucional y anarquía.  Es lo que trae el proyecto, entremezcla las funciones entre ellas las del MINTIC.
El MINTIC solo debe remitirse a la política y proponer soluciones. Las funciones de Vigilancia y Control son policía administrativa, los ministros no están para eso.
Este regulador propuesto, que habilita los servicios y los regula, no tiene antecedentes, es una mala práctica. Se olvidan que la democracia está fundada en la administración de pesos y contrapesos.
Este regulador en vez de observar el sector para promover competencia, también va a concesionar, esto no tiene fundamento, sumado a que la habilitación general que sigue en el MINTIC.
Las economías y las realidades de los servicios concesionados, es diferente a los de las habilitaciones. 
Si lo que buscamos es un sector igualitario y competitivo, se debe mirar la institucionalidad hacia futuro, pero lo que resume el proyecto de ley es revivir una Comisión Nacional de Televisión (CNTV). Es inconcebible desde el punto de vista constitucional que el Presidente no pueda vigilar los servicios públicos y dejarlo en cabeza de una autoridad independiente del ejecutivo. En resumen, en MINTIC (Política), CRC (redes y servicios) y que persista la ANE (darle la oportunidad de seguir con sus funciones e incluso adicionarle). Menciona que este proyecto de ley no va a solucionar el caos actual del sector TIC.
Los operadores no tienen condiciones igualitarias para la competencia, pero es por los diferentes contextos económicos de los diferentes servicios. Lo sensato es llevar los servicios TIC a regímenes de libertad, la economía digital y de los contenidos tiene otra realidad, garantizar la libertad y crecimiento es el deber del sector. (Quitándole cargas a los operadores)
Juan Carlos Gómez: No hay norma que en el proyecto de ley hable de la convergencia, la convergencia se da en las redes (concepto técnico). Se busca enmascarar la realidad del sector con este proyecto de ley. EL sector TIC es la vaca lechera del Estado y sus otras políticas. Considera que es mejor dejar el sector como esta, sobre todo por el momento histórico y político. Menciona que el artículo del Plan Nacional de Desarrollo previsto en el artículo 41[footnoteRef:19] para única concesión de espacios fue otro error, mejor dejemos las cosas como están. [19:  Artículo 41 de la Ley 1753 de 2015. ARTÍCULO 41. CONCESIONES DE ESPACIOS DE TELEVISIÓN EN EL CANAL NACIONAL DE OPERACIÓN PÚBLICA. La Autoridad Nacional de Televisión (ANTV) podrá otorgar los espacios de televisión del canal nacional de operación pública, Canal Uno, garantizando el derecho a la información, a la igualdad en el acceso y uso del espectro y al pluralismo informativo en los procesos de selección objetiva que adelante para otorgar la(s) concesión(es), siempre y cuando este o sus socios no tengan participación accionaria en los canales privados de televisión abierta nacional o local. La ANTV determinará el número de concesionarios y condiciones de los contratos, de acuerdo con los estudios técnicos y de mercado que se realicen para estos efectos.
La autorización prevista en el presente artículo para la(s) concesión(es) de espacios de televisión de Canal Uno no se homologa a la operación de un canal de operación privada nacional, toda vez que no hay lugar a una asignación de espectro radioeléctrico, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 182 de 1995. En consecuencia, el operador encargado de la emisión y transmisión del Canal Uno, seguirá siendo el operador público nacional RTVC, o quien haga sus veces.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo establecido en el literal g) del artículo 5o de la Ley 182 de 1995, la Autoridad Nacional de Televisión, a la hora de definir el valor de la concesión de espacios de programación del canal nacional de operación pública, Canal Uno, tendrá en cuenta los criterios:
a) Remuneración eficiente de los costos de inversión, operación y mantenimiento de las funciones de emisión y transmisión en cabeza del operador nacional de televisión pública o quien haga sus veces, así como el reconocimiento de las inversiones asociadas con el despliegue de la televisión digital terrestre de operación pública.
b) El mercado de pauta publicitaria, el nivel de competencia, la población cubierta, el ingreso per cápita, la audiencia potencial y los costos de oportunidad de la red, incluyendo el espectro radioeléctrico.] 

Natalia Iregui: En el marco del sector TIC debe existir un solo interlocutor. Este proyecto de ley poco futuro tendrá. Colombia tiene un atraso institucional, y el regulador convergente deberá ser creado para estudiar la desregulación de mercados. Las decisiones del sector TIC deben estar en cabeza del regulador convergente y no de los jueces. 
EL statu quo del sector TIC en la actualidad no garantiza la inversión por parte de los PRST. 
Alberto Solano: Es cierto que se requiere un regulador convergente,  pensar en un cambio es importante y en esa medida se reconoce que el proyecto presentado por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones presenta una primera solución sin embargo, esta se aprecia  muy leve,  ya que lo que se ha pedido desde hace mucho tiempo por parte de la industria es que exista un fondo único convergente el cual  priorice y optimice sus recursos. Los análisis que se han venido haciendo por parte del Estado en conjunto con el Departamento Nacional de Planeación, así como los estudios internos de Andesco, concluyen que los recursos del FONTIC y del FONTV se encuentran dispersos, lo cual choca con una verdadera convergencia la cual requiere que se piense el sector TIC como un todo y de esa misma manera se adopten soluciones.
En conclusión este proyecto no debe conformarse, se considera vital que considere otros elementos adicionales, que efectúe un análisis hacia futuro  de la conveniencia de crear un único fondo, así como de revisar las cargas y contribuciones hacia la baja frente a la necesidad de que las empresas del sector hagan sus inversiones para que estén listas para recibir la verdadera economía digital.
Carmiña Amarís: Hablo puntualmente del servicio de televisión y las mesas desarrolladas en el sector, entre ellos el financiamiento de la televisión pública. 
Pero realmente el proyecto ni promueve ninguna convergencia, no hay como financiar la televisión pública por la disminución de las cargas que pagan los operadores de  la TV por suscripción. No está el cómo manejar el problema de las concesiones de TV privada y el pago por las mismas. Mala distribución del espectro para TDT, se plantea una cesión de espectro, que no es clara. La Ley 1507 decide que el 60% del FONTV es para la televisión pública, pero el proyecto dice que va para la nueva Comisión de Comunicaciones. Hay un claro desorden en las funciones, además que no hay disposiciones sobre la protección de usuarios, entre ellos los usuarios de televisión abierta o por suscripción. Si el regulador convergente no convence, no debe ser puesto en consideración para el legislativo.
Santiago Pardo: La posición de CLARO es que no se pueden dejar las cosas como están, esto por los números rojos en la actualidad del sector TIC.
La economía digital no es espontanea, se debe invertir en redes y despliegue de infraestructura. La estructura actual no está garantizando el desarrollo de la economía digital.
La institucionalidad como está, genera incertidumbre, esta es pesada, compleja y se traslapa. Coincide en que el ámbito técnico es condición necesaria para la independencia del regulador, pero no es suficiente, ya que el Estado es regulador y a la vez agente del mercado, lo cual considera que genera suspicacias. Es necesario eliminar la sobrerregulación y las cargas, esto con la definición de la única contraprestación. La televisión pública debe generar contenidos de calidad, lo que el proyecto de ley puede garantizar.
Menciona que el momento no es oportuno para la presentación del proyecto de ley.
Segunda pregunta:
Que idea propositiva tiene para este proyecto de ley o para un futuro proyecto:
Natalia Iregui: Fondo convergente pero administrado por el MINTIC, ya que es el encargado de la Política Pública para el sector TIC. 
Santiago Pardo: Hay que sacar el proyecto de ley, no es el mejor, pero es un buen paso.
Alfredo Fajardo y Juan Carlos Gómez: Es mejor no presentar un proyecto que no representa una solución a las problemáticas del sector.
Alberto Solano: Es necesario avanzar con este proyecto, que se nombre ponente y que se decida. 
Conclusiones Daniel Peña: El mensaje que han dado todos es que Colombia necesita actualizar su régimen regulatorio.  Colombia debe estar a la altura de ser una de las economías más importantes del continente. Colombia está al borde con un pie y medio en la OCDE, disfruta de mejores políticas públicas y tenemos que estar por simple orgullo nacional en la idea de que debemos actualizar toda nuestra visión de economía digital  El papel de la Academia es ir recogiendo todo lo que han planteado los actores del sector,  para eso la Academia debe tomar  un rol activo.  
La Academia debe precisamente ser, como en otros países, un excelente  interlocutor de equilibrios frente a los distintos intereses del sector y  frente al gobierno. La Academia debe recorrer esa legitimidad porque no representa intereses particulares sino precisamente representa el pensamiento. Entonces  se llama a los estudiantes, a los profesores, a la Universidad a tener ese rol activo en la discusión  de este proyecto, y si no es de este proyecto de lo que debe ser el futuro de esa economía digital y se llama la atención de lo que es precisamente la economía digital y lo que es la construcción de esa Economía Digital, una diversidad muy variopinta de  los intereses en juego, los intereses del sector, los intereses económicos, los intereses de los usuarios y todos esos intereses  de alguna manera  tienen que ser recogidos.
Esperemos que este tipo de relaciones tengan la legitimidad suficiente.   En ningún país del mundo se ha resuelto  este tema,  todos los países están en la discusión  de qué puede pasar con la economía digital  y cada vez nos salta una nueva, ahora se habla de las famosas tecnologías exponenciales  y tenemos que meter al tiempo blockchain, inteligencia artificial, la robótica. No nos podemos quedar solo en el tema de la provisión de servicios y redes, sino que tenemos que pensar  en lo que realmente es este país en el siglo veintiuno y como nos vamos a despertar en esa economía digital.
Comentarios adicionales de la Doctora María del Pilar Bahamón: Estos debates son enriquecedores porque la opinión de cada persona muestra los intereses que ésta representa en el sector, sin embargo, hay que tener en cuenta que el gobierno es consciente que con este proyecto no se va a arreglar de fondo los problemas del sector,  lo que se pretende es tan solo  un avance y es por esa razón que  el proyecto tiene una visión institucional, ya que hay que tener en cuenta que por el momento  político que se atraviesa no se considera prudente presentar un proyecto más denso. La política del MINTIC es hacer algo al respecto, así sea un proyecto que tan solo sea una cuota inicial de la transformación del sector.
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